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I. Introducción

Las preocupaciones ambientales de finales de la década de los sesenta y prin-
cipios de los setenta del siglo pasado relativas al agotamiento de los recursos 
naturales, la sobrepoblación, el crecimiento económico y los efectos de la 
contaminación en la salud pública, formaron parte de un incipiente movi-
miento ambientalista moderno que, junto a un cúmulo de emergentes pos-
turas éticas, derivaron en la búsqueda de un nuevo paradigma ambiental de 
tipo económico, ecológico y social.

Sin lugar a dudas esa preocupación también fue llevando al reconoci-
miento de un nuevo estatus jurídico de los seres vivos no humanos, desde 
su concepción como simples “objetos” en beneficio exclusivo del hombre, 
pasando por su identificación como parte indispensable de nuestra biodi-
versidad y del desarrollo sustentable, hasta su consideración como sujetos 
de derechos.

Ese avance implica un cambio revolucionario, que viene de la mano 
de una nueva manera de entender el ambiente y la biodiversidad, así como 
también de la toma de conciencia de la necesidad de protegerlos no sólo 
para las generaciones presentes, sino, fundamentalmente, para las futuras.
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II. Derecho ambiental y derecho animal

Desde hace ya varias décadas se discute en el mundo desde el campo de la 
filosofía, de la ética y del derecho, sobre el estatus de la naturaleza, la biodi-
versidad y los animales no humanos.

Así, se ha pasado de una mirada subjetiva o antropocéntrica de la natu-
raleza, conforme a la cual su protección tiene como fin la realización de los 
derechos reconocidos en favor de las personas, a tener una cosmovisión eco-
céntrica del mismo, según la cual la naturaleza tiene un valor inherente en sí 
mismo y no en función de la utilidad que puede aparejar para el ser humano.

Con respecto a los animales, también se ha ido abandonando la postu-
ra antropocentrista y se ha avanzado hacia una postura sensocentrista, que 
sostiene que todo ser sintiente, es decir, aquel con capacidad de poseer ex-
periencias positivas y/o negativas que se presenta como la condición de po-
sibilidad de cualquier experiencia subjetiva, merece consideración moral.1

La relación entre el derecho animal y el derecho ambiental no solo se 
presenta como evidente, sino también como necesaria. El medio ambiente 
es aquel que compartimos con los animales, quienes se encuentran inclui-
dos dentro del concepto de diversidad biológica, por lo que su protección es 
beneficiosa para ellos, de igual forma que para nosotros.

Ahora bien, el derecho animal presenta algunas características propias; 
a saber: i) es un derecho nuevo; ii) es un derecho autónomo; iii) está com-
puesto por normas de derecho público y privado; iv) tiene como fin princi-
pal resguardar y proteger a los animales en su relación con el ser humano y 
v) si bien se nutre de principios generales universalmente aplicados, se rige 
por directrices tanto internacionales como nacionales.2

Con base en esas características, resulta menester destacar que el derecho 
animal, al igual que el derecho ambiental, se interrelaciona con las ramas tra-
dicionales del derecho, como el administrativo, el penal, el civil, e incluso el 
constitucional. Es decir, el derecho animal requiere un abordaje interdiscipli-
nario, integral y complejo a partir de la interacción de diferentes ordenamien-
tos jurídicos internos (distintas ramas dentro de un mismo sistema jurídico) 
y en constante relación con el derecho internacional aplicable a la materia.

1		  Torres Aldave, Mikel, “¿A quién pertenece la naturaleza? Sintiencia, ética ambiental 
e intervención en la naturaleza”, Estudios de Filosofía, núm. 65, enero-junio de 2022, Uni-
versidad de Antioquia, p. 12, versión online disponible en: https://doi.org/10.17533/udea.
ef.n61a01.

2		  Chible Villadangos, María José, “Introducción al derecho animal. Elementos y pers-
pectivas en el desarrollo de una nueva área del derecho”, Ius et Praxis, versión online, ISSN 
0718-0012, vol. 22, núm. 2, 2016, pp. 3 y 4.
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Sin embargo, cabe aclarar que el derecho animal no resulta ser sola-
mente interdisciplinario —en lo que respecta al derecho—, sino que es a su 
vez transdisciplinario. En este sentido, la doctrina plantea que el derecho 
animal se relaciona con la ética, con la historia, con la cultura, con la cien-
cia jurídica, con la evolución de los valores morales, con la etiología, con la 
investigación del comportamiento animal y con las disposiciones acogidas 
por el ordenamiento legal, cuya comprensión resulta imprescindible a los 
profesionales implicados en el desarrollo de nuevas formas de actuación 
institucional.3 Además, no debe dejarse de lado la zoología, las ciencias bio-
lógicas, e incluso la teología. Todo lo cual demuestra el amplio espectro que 
abarca el estudio del derecho animal.

Frente a esta situación, se impone un cambio de paradigma a partir de 
la toma de consciencia de la relevancia de esta materia, que exige esfuerzos 
mancomunados. Pero especialmente se requiere de una actitud proactiva de 
parte de los Estados en términos de desarrollo de políticas específicas.

En ese sentido se expresa Ricardo Lorenzetti4 cuando se refiere al “pa-
radigma ambiental” como un metavalor. Según él, se está gestando un cam-
bio en el modo de ver los problemas y las soluciones proporcionadas por 
nuestra cultura. De ahí que se pueda decir que surge un problema que 
impacta sobre el orden existente, planteando uno distinto, sujeto a sus pro-
pias necesidades, razón por la cual se requiere de la interacción de distintas 
ciencias, entre las cuales se encuentra el derecho (en sus ramas penal, civil, 
administrativa y procesal), para que adopten nuevas características.

Por lo tanto, ante este cambio de paradigma se impone una nueva pers-
pectiva transversal a distintas áreas del derecho —interdisciplinariedad— y 
a diversas disciplinas y áreas del conocimiento —transdisciplinariedad— 
con objeto de dar un abordaje acabado a las problemáticas que involucran 
al derecho ambiental, y, en este contexto, el derecho animal, con el que 
comparte una gran cantidad de características.

III. La evolución del derecho animal. La consagración 
de los animales como “seres sintientes”

Seres humanos y animales comparten el planeta como su hogar. Sin embar-
go, el ser humano siempre se ha considerado superior al resto de las especies 
con las que convive. Un ejemplo de ello lo encontramos en el sistema jurí-

3		  Basilio, Baltazar (coord.), El derecho de los animales, Cátedra de Estudios de Iberoameri-
canos Jesús de Polanco, Madrid, Barcelona, Buenos Aires, Marcial Pons, 2015, p. 18.

4		  Lorenzetti, Ricardo Luis, Teoría del derecho ambiental, Buenos Aires, La Ley, 2008, p. 2.
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dico, que desde un punto de vista claramente antropocéntrico ha concebido 
históricamente a los animales como cosas, y únicamente a las personas como 
sujetos de derechos.

Sin perjuicio de ello, el estudio sobre la consideración moral y jurídica 
de los demás animales en el mundo no es algo nuevo. Desde los filósofos pre-
socráticos, pasando por Platón y Aristóteles, hasta Descartes, Locke y Kant, 
fueron muchos los pensadores que sostuvieron que los animales no huma-
nos no debían ser considerados moralmente. Por otro lado, mucho más cer-
ca en el tiempo, también han sido varios los autores que han abordado este 
tema desde la ética práctica y la filosofía jurídica; entre estos se encuentran 
Peter Singer y Tom Regan.5

Explica Singer6 en su obra Liberación animal, que Jeremy Bentham, fun-
dador de la escuela de filosofía moral del utilitarismo reformista, incorporó 
a su sistema ético la base esencial de la igualdad moral. Para él, los intereses 
de cada ser afectado por una acción han de tenerse en cuenta y considerarse 
tan importantes como los de cualquier otro ser. Luego, las principales figu-
ras de la filosofía moral contemporánea han coincidido en precisar algún re-
quisito similar orientado a considerar por igual los intereses de todos como 
supuesto fundamental de sus teorías morales. Para Singer, ese principio de 
igualdad implica que la preocupación o consideración puede variar según 
las características de aquellos a quienes afectan nuestras acciones; pero el 
elemento básico radica en tener en cuenta los intereses del ser, sean cuales 
sean, y extenderlos según ese principio de igualdad a todos los seres, tanto 
humanos como no humanos.

Pero Singer no sólo colaboró a impulsar el debate contemporáneo en 
torno a la ética animal sobre el respeto moral de los animales no humanos 
basándose en el principio de igual consideración de intereses por el que los 
individuos que tienen la capacidad de experimentar sensaciones de dolor y 
placer deben ser igualmente considerados por ser seres sintientes. También 
atacó al especismo, es decir, el prejuicio de creer que la especie humana es 
superior a todas las demás, lo que ha llevado a que, junto al sexismo y el 
racismo, se explique la opresión a la que diferentes colectivos, entre los que 
se encuentran los animales no humanos, han sido sometidos por el pensa-
miento antropocéntrico.7

5		  Bilicic, Lorena, “Fundamentos del derecho animal”, Diálogos. Encuentro con la Justicia, 
FAM, 2021, disponible en: https://dialogociudadano.fam.org.ar/fundamentos-del-derecho-animal/.

6		  Singer, Peter, Liberación animal. El clásico definitivo del movimiento animalista, Taurus, 2018, 
p. 14.

7		  Singer, Peter, op. cit.
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Por su parte, Tom Regan, para quien algunos animales no humanos se 
parecen a los humanos normales de formas moralmente relevantes, sostiene 
que poseen derechos todos aquellos seres dotados de lo que denomina “valor 
inherente”, lo que implica que tienen valor “por derecho propio”. A su vez, 
indica que lo que posibilita que posean tal valor es el hecho de ser “sujetos 
de una vida”, pero no por el hecho de estar meramente vivo y ser conscien-
te, sino por tener ciertos rasgos; por ejemplo: deseos, percepción, memoria, 
experimentar sentimientos de placer y dolor, intereses de preferencia y un 
bienestar individual en el sentido de que sus vidas experienciales pueden ser 
buenas o malas para ellos, de forma lógicamente independiente de su utili-
dad para otros y lógicamente independiente de que sean objeto de interés de 
alguien más.8

Sin duda, tanto las reflexiones de Singer como las de Regan hacen que 
se les considere a ambos padres de la ética animal. Hemos visto que la sin-
tiencia es el fundamento principal que hace al reconocimiento de los dere-
chos de los animales no humanos, y también, aunque en segundo plano, la 
conciencia animal sobre la cual incluso la ciencia se ha pronunciado a su 
favor, derrumbando antiguos postulados que negaban su existencia.9

Wilkar Simón Mendoza Chacón explica que la nueva noción rectora 
respecto a los animales ha significado un innegable progreso en términos de 
protección a la naturaleza por cuanto da lugar al reconocimiento de ciertos 
derechos en razón de su sintiencia, característica que los diferencia de las 
simples cosas, aunque no por ello sean equiparables al ser humano racional 
(más bien serían una categoría intermedia entre ellos). Esos derechos deben 
tener base en los derechos humanos, pues todos los principios que se pro-
ponen no son otra cosa que una adaptación de los derechos básicos univer-
sales de estos últimos, que al principio deberían ser garantías negativas (por 
ejemplo, no ser torturados o explotados), para luego transitar a facultades 
positivas, las cuales serían verdaderos derechos en lugar de simples protec-
ciones contra el daño. Por ese motivo, Saskia Stucki (“One rights: Human 
and animal rights in the Anthropocene”) sugiere que el proteccionismo ani-
mal no debería entenderse como un nuevo fenómeno, sino como una cuarta 
generación de los derechos humanos.10

8		  Regan, Tom, En defensa de los derechos de los animales, edición electrónica, Fondo de Cul-
tura Económica, México, 2016.

9		  Bilicic, Lorena, op. cit.
10		  Mendoza Chacón, Wilkar Simón, “Perspectiva ontológica sobre los animales como 

seres sintientes en Colombia”, en Anuario de Filosofía y Teoría del Derecho, vol. 19, núm. 19, 27 
de septiembre de 2024, Universidad Simón Bolívar, Colombia, pp. 18, 26 y 27.
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Ahora bien, ¿qué implica proteger a los animales en función de su cali-
dad de ser sintiente?

Según Henríquez Ramírez, desde el punto de vista de su fundamento 
ético ello tiene ciertas repercusiones en la forma en que se podría interpre-
tar una obligación de esta naturaleza. En ese sentido, si el deber del Estado 
dictara normas que contuvieran medidas para evitar el sufrimiento animal, 
todas aquellas acciones que generen este efecto sin una razón justificada 
serían contrarias a ellas. Ello podría tener un importante efecto en diversos 
ámbitos del derecho, como puede ser el caso del derecho penal.11

IV. El desarrollo del concepto 
de “bienestar animal”

La preocupación por el bienestar animal es tan antigua como el desarrollo de 
la actividad ganadera, cuyos inicios pueden remontarse más de 10,000 años 
atrás.

Desde el inicio de la relación entre el hombre y el ganado, aquél ha procu-
rado la protección y el cuidado de los animales. De hecho, se cree que este fue 
uno de los aspectos que hizo posible la domesticación de las especies, ya que 
de otra manera no hubiera sido posible que permanecieran juntos en épocas 
en que no se disponía de medios para su contención; por ejemplo, a través de 
cercas, alambrados o jaulas.

La primera ley que protegió a los animales en el mundo fue dictada en 
1822 en el Reino Unido, y fue la Ley de Trato Cruel al Ganado. En 1824, 
como consecuencia de ello, se formó lo que se convirtió en la Royal Society 
for the Prevention of  Cruelty to Animals (RSPCA), cuyos integrantes im-
pulsaron un cambio social vital en la forma en que la gente pensaba sobre 
los animales. Esta es la sociedad de bienestar animal más grande y antigua 
del mundo.

Más allá de ello, se puede decir que en 1964 se produjo un hito que 
cambió la forma de entender el “bienestar animal”. En ese año, Ruth Ha-
rrison publicó Animal Machines, libro en el que denunció las condiciones en 
que se mantenía a los animales en las granjas intensivas del Reino Unido, y 
puso al descubierto el sufrimiento que padecían los animales criados por la 
industria para consumo.

11		  Henríquez Ramírez, Alfonso, “La constitucionalización de los animales no humanos: 
Análisis, reflexiones y propuestas en torno al proceso constituyente chileno”, Revista de Derecho 
Ambiental, Universidad de Concepción, Chile, núm. 20, 2023, pp. 160, 161 y 183.
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El impacto que tuvo la publicación disparó el debate sobre la ética de 
la producción animal en la agricultura del Reino Unido, y llevó a que en 
1965 el Ministerio de Agricultura del Reino Unido integrara el “Comité 
Brambell”, liderado por el científico y zoólogo Francis William Rogers, para 
investigar el trato que recibían los animales bajo cuidado del ser humano.

A partir del resultado de aquel estudio, se emitió el “Informe Bram-
bell”, que postuló las cinco libertades mínimas de las que todo animal debe-
ría gozar: voltearse, cuidarse corporalmente, levantarse, echarse y estirar los 
miembros. Este Comité, además, fue el primero en proponer una definición 
científica de bienestar. Sus miembros comenzaron a tratar la importancia del 
comportamiento con relación al bienestar animal, destacaron la necesidad 
de su estudio científico y aceptaron que los animales tenían sentimientos, lo 
que iba en contra de la tendencia conductista del momento.

En 1993, el Consejo de Bienestar de los Animales de Granja del Reino 
Unido (FAWC, por sus siglas en inglés), formuló las cinco libertades enfoca-
das al bienestar de los animales de la siguiente manera: i) libre de hambre, 
de sed y de desnutrición; ii) libre de temor y de angustia; iii) libre de moles-
tias físicas y térmicas; iv) libre de dolor, de lesión y de enfermedad, y v) libre 
de manifestar un comportamiento natural.

Desde comienzos del siglo XXI, la Organización Mundial de Sanidad 
Animal (OMSA), organismo internacional de referencia en bienestar ani-
mal, estableció una serie de principios básicos en que se funda el bienestar 
de los animales, y de recomendaciones para su bienestar en el Código Sa-
nitario para los Animales Terrestres. Cabe destacar que allí se considera 
que el término “bienestar animal” designa “el estado físico y mental de un 
animal en relación con las condiciones en las vive y muere” (capítulo 7.1, 
artículo 7.1.1).

En Argentina, por otro lado, en 1819 Juan Manuel de Rosas ya había 
redactado las “Instrucciones a los mayordomos de estancia”. Este manuscri-
to, que hacía referencia a las condiciones de manejo y pastoreo de los ani-
males, entre otras cosas recomendaba que “…hay que trabajar al ganado 
sin alboroto ni atropellamiento, porque de ello resultan males”. De similar 
manera, en 1882, José Hernández, autor del Martín Fierro, escribía Instruc-
ción al Estanciero, donde esbozaba aspectos del arreo, trato y manejo de la 
hacienda.12 En 1891 se sancionó la ley 2.786, que declaró como actos puni-
bles los malos tratamientos ejercitados con los animales, previéndose penas 

12		  Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (Senasa), Bienestar animal: 
¿cuándo surgió como área de estudio?, disponible en: https://www.argentina.gob.ar/senasa/programas-
sanitarios/bienestar-animal/cuando-surgio-como-area-de-estudio.
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de multa o arresto para las personas que los llevaran a cabo. En 1954 se pro-
mulgó la ley 14.346, que establece penas para las personas que maltraten o 
hagan víctimas de actos de crueldad a los animales.

V. Antecedentes internacionales 
de los derechos de los animales 

no humanos como sujetos de derechos

La conscientización respecto de los animales no humanos ha ido avanzando 
progresivamente en todo el mundo, principalmente en los países europeos. 
Es así que en muchas legislaciones aparece el concepto de “sintiencia”, y en 
otras, no tan avanzadas, las aclaraciones respecto de que los animales no de-
ben ser tratados como objetos o cosas meramente materiales.

De tal modo, puede advertirse que el interés de tutelar los derechos de 
los animales no humanos no se encuentra limitado a algunos ámbitos terri-
toriales, sino que responde a una preocupación global.

En 1977 se sancionó la Declaración Universal de los Derechos de los 
Animales,13 que fue adoptada por la Liga Internacional de los Derechos del 
Animal, que la proclamó al año siguiente. Posteriormente, fue aprobada por 
la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y por la Organización de 
las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO).

Ese instrumento internacional reconoce una serie de derechos funda-
mentales a los animales. Entre ellos: que todos los animales nacen iguales 
ante la vida y tienen los mismos derechos a la existencia (artículo 1o.), que 
todo animal tiene derecho al respeto (artículo 2o., “a”), que todos los anima-
les tienen derecho a la atención, a los cuidados y a la protección del hom-
bre” (artículo 2o., “b”), que ningún animal será sometido a malos tratos ni a 
actos crueles (artículo 3o., “a”) y que si es necesaria la muerte de un animal, 
ésta debe ser instantánea, indolora y no generadora de angustia (artículo 
3o., “b”).

A su vez, a nivel regional, el Consejo de Europa estableció una gran 
cantidad de convenios relativos a la protección de los animales o la preser-
vación de las especies, que forman parte del derecho comunitario.

Algunos de ellos son el Tratado de Maastricht, del 7 de febrero de 1992, 
del que se desprendió una Declaración relativa a la protección de los ani-
males; el Tratado de Ámsterdam, del 2 de octubre de 1997, que incluye un 

13		  Disponible en: http://www.saij.gob.ar/3362-local-rio-negro-adhiere-declaracion-universal-derechos 
-animal-lpr2003362-2007-11-29/123456789-0abc-defg-263-3002rvorpyel.
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Protocolo de acuerdo sobre la protección y el bienestar de los animales, y el 
Tratado de Lisboa, del 13 de diciembre de 2007, cuyo artículo 13 consagra 
el “respeto del bienestar de los animales, seres sintientes”.

Algunas legislaciones europeas —como el caso de Austria, Alemania, 
Suiza, Cataluña y Francia— se erigen como ejemplos en la materia con có-
digos civiles que comienzan a reconocer el estatuto del animal no como un 
objeto apropiable, sino como un ser sensible o sintiente.

En este sentido, el Código Civil francés vigente establece en el libro II, 
artículo 515-14, “Les animaux sont des êtres vivants doués de sensibilité” (“los ani-
males son seres vivos, dotados de sensibilidad”).14 Sin embargo, ese mismo 
artículo finaliza estableciendo que, más allá de las reservas efectuadas por 
las leyes que protegen a los animales, los mismos son sometidos al régimen 
de los bienes. De tal modo, el primer avance en esa legislación es el recono-
cimiento del animal como un ser sintiente. Asimismo, la legislación penal 
francesa ha evolucionado notablemente en aquel reconocimiento. Sobre el 
punto, la doctrina considera que el Código Penal, al sancionar severamente 
el maltrato infligido al animal, rechaza implícitamente su asimilación a un 
bien mueble inanimado, como lo hace el Código Civil, y lo trata como ser 
vivo, sensible al sufrimiento, e impone su respeto.15

En esta inteligencia, se destaca que el reconocimiento de la sensibilidad 
del animal propuesta a la iniciativa de Roland Nungesser en el marco de la 
Ley sobre la Protección de la Naturaleza, del 10 de julio de 1976, fue una 
etapa importante en la evolución de la condición jurídica del animal, evo-
lución debida esencialmente a las reflexiones realizadas al momento de la 
elaboración de las grandes conferencias internacionales de la posguerra. El 
artículo 9o. de aquella ley, devenido el artículo L. 214-1 del Código Rural, 
es uno de los elementos esenciales de un estatuto renovado del animal do-
méstico. Allí se establece “Art. L. 214-1. – Todo animal siendo un ser sintien-
te debe ser colocado por su propietario en las condiciones compatibles con 
los imperativos biológicos de su especie”. Se constata entonces que en 1976 
por primera vez la ley ha definido al animal como un ser viviente y sintiente, 
y establece obligaciones a su propietario.16

A’ nivel internacional no existe un marco de protección animal espe-
cífica, y menos aún que tenga una visión antiespecista, que es aquella que 
reconoce los derechos fundamentales de los animales no humanos y el lugar 

14		  La traducción del original en francés es propia.
15	 	 Nouët, J. C, y Coulon, J. M., Les droits de l’animal, 2a. édition, Dalloz, Francia, 2019, p. 

111.
16		  Ibidem, pp. 112 y 113.
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que ocupa el ser humano como un animal más dentro del planeta, carente 
de superioridad respecto de estos últimos, y, por tanto, sin derecho a explo-
tarlos en la industria cárnica, en el circo o en los laboratorios. Sin embargo, 
existen algunos instrumentos no vinculantes que se expiden sobre ello, tales 
como:

1. Declaración de Cambridge, proclamada el 7 de julio de 2012

Aunque se insistiera en una justificación de índole biológica, en los últi-
mos años el avance de la ciencia ha logrado demostrar que los animales no 
humanos son seres sintientes, y que también poseen conciencia.

En julio de 2012 tuvo lugar la Conferencia sobre la Consciencia en 
Humanos y Animales no Humanos, que se celebró en el Churchill College, 
de la Universidad de Cambridge, en la cual participó un prestigioso grupo 
internacional de los ámbitos de la neurociencia cognitiva, la neurofarma-
cología, la neurofisiología y la neurociencia computacional. Al finalizar la 
jornada del 7 de julio, declararon que

La ausencia de un neocórtex no parece impedir que un organismo pueda 
experimentar estados afectivos. Hay evidencias convergentes que indican que 
los animales no humanos poseen los sustratos neuroanatómicos, neuroquími-
cos y neurofisiológicos de los estados de consciencia, junto con la capacidad 
de mostrar comportamientos intencionales. En consecuencia, el peso de la 
evidencia indica que los humanos no somos los únicos en poseer la base neu-
rológica que da lugar a la consciencia. Los animales no humanos, incluyendo 
a todos los mamíferos y aves, y otras muchas criaturas, entre las que se en-
cuentran los pulpos, también poseen estos sustratos neurológicos.

Consecuentemente, los humanos no somos los únicos en poseer la base 
neurológica que da lugar a la conciencia. Los animales no humanos, inclu-
yendo a todos los mamíferos y pájaros, y otras muchas criaturas, también 
poseen estos sustratos neurológicos.

En definitiva, lo que la denominada Declaración de Cambridge afirma 
es que son más las cosas que compartimos con el conjunto de los animales 
no humanos que las que nos diferencian de ellos.

En tal sentido, las investigaciones realizadas han demostrado la capaci-
dad de los organismos del reino animal para percibir su propia existencia y 
la del mundo que los rodea, y que los humanos, en consecuencia, no somos 
los únicos en poseer la base neurológica asociada a la conciencia.
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2. Declaración de Toulon, proclamada el 29 de marzo de 2019

Con posterioridad a la Declaración de Cambridge, durante la sesión 
solemne del coloquio sobre “La personalidad jurídica de los animales (II)”, 
realizada en la Facultad de Derecho de la Universidad de Toulon, Francia, 
el 29 de marzo de 2019, se aprobó la Declaración de Toulon. En esta, se 
abordó el tema de la personalidad jurídica de los animales, y se plasmó la 
necesidad de otorgar el estatus de persona física no humana a los animales 
en forma universal, para de este modo garantizarles no solo el reconoci-
miento de sus derechos que le son inherentes y esenciales, sino también 
la consideración de sus intereses particulares, que son diferenciados de las 
personas físicas humanas.

Así, comprendieron que ésta es la única vía capaz de aportar soluciones 
satisfactorias y favorables que garanticen la biodiversidad y el futuro del pla-
neta, y remarcaron que la única forma de mejorar la situación jurídica de 
los animales es que se los eleve al rango de sujetos de derechos.

Debemos, por ende, tomar conciencia sobre que los animales no huma-
nos deben tener derechos básicos idénticos a los de las personas, como el 
de gozar de una vida digna de acuerdo con su naturaleza, sin sufrimientos 
ni padecimientos. Pero además, poseen derechos que le son propios, como 
ser el de vivir en sus hábitats naturales, protegidos de la mano destructiva 
del hombre.

En definitiva, los animales deben ser considerados sujetos de derechos, 
y como tales deben ser respetados tanto por el hombre como por el Estado 
en su rol de garantizador del cumplimiento de las leyes.

3. Declaración de Nueva York sobre Conciencia 
Animal, del 19 de abril de 2024

En abril de 2024, en la Universidad de Nueva York, un grupo de emi-
nentes miembros de las comunidades científica y filosófica firmó la Declara-
ción de Nueva York sobre la Conciencia Animal, que se refiere a la eviden-
cia de la sintiencia de los invertebrados.

En primer lugar, allí se sostiene que existe un fuerte respaldo científico 
para sostener que mamíferos y aves pueden experimentar consciencia.

En segundo lugar, que la evidencia empírica indica al menos una po-
sibilidad realista de que todos los vertebrados (incluidos reptiles, anfibios y 
peces) y muchos invertebrados (incluidos, como mínimo, moluscos cefalópo-
dos, crustáceos decápodos e insectos), experimenten consciencia.
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Por último, el hecho de que exista una posibilidad realista de que un 
animal tenga consciencia implica que ello no puede ser ignorado a la hora 
de tomar decisiones que afectan a ese animal. Deberíamos considerar los 
riesgos para el bienestar y utilizar la evidencia para informar nuestras res-
puestas a estos riesgos.

VI. Protección sustantiva y adjetiva 
de los animales no humanos en la Argentina

Explica Angelina Rodríguez,17 citando a Christopher Stone (“¿Los árboles 
deberían tener legitimidad procesal? Hacia un reconocimiento de los dere-
chos legales de los objetos naturales”), que a lo largo de la historia del derecho 
cada ampliación sucesiva de derechos con relevancia práctica ha sido hasta 
ese momento, en cierto grado, inconcebible. Esto fue lo que pasó con los es-
clavos, los menores, los incapaces, los extranjeros, las mujeres, las personas de 
color y los prisioneros. La aceptación de la condición de sujetos de derechos 
en estas situaciones fue producto de una convención legal, y detrás de esta 
existió un cambio de pensar en la sociedad.

Para entender el concepto de persona como sujeto de derechos, es impor-
tante entender que los derechos no existen en la naturaleza, sino que son crea-
dos mediante convenciones legislativas. Por esa razón, no es relevante pregun-
tarse “¿qué derechos tienen estos o aquellos?”, sino “¿qué derechos queremos 
que tengan?”. Por lo tanto, qué derechos tienen los hombres o las mujeres, 
los payos o los gitanos, los mamíferos o las aves, depende exclusivamente de 
la legislación vigente en el momento y lugar en que se plantea la pregunta.18

El derecho argentino no les otorga a los animales no humanos la calidad 
de “sujetos de derechos”, sino que aún hoy los asimila a las “cosas”. Ello ha 
generado debates, discusiones y cuestionamientos en torno a la legislación, 
por un lado, así como también la promoción del reconocimiento de sus de-
rechos fundamentales, por el otro.

Cabe destacar que sobre esas cuestiones no solo se ha ocupado la doctri-
na, sino que también han sido objeto de análisis a nivel judicial.

Frente a esa situación, me centraré en este punto en comentar algunas 
de las normas vinculadas a los animales que rigen en la Argentina, y men-

17		  Rodríguez, Angelina Belén, “Los animales: seres vivientes, sintientes y con derechos. 
Análisis de jurisprudencia argentina en materia de derecho animal”, Papeles del Centro de Inves-
tigaciones de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, Universidad Nacional del Litoral, vol. 13, 
núm. 24, 2022, p. 50.

18		  Basilio, Baltazar, op. cit.
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cionaré algunas sentencias dictadas en casos relativos a los animales no hu-
manos y su reconocimiento como sujetos de derechos.

1. Derecho vigente a nivel nacional en Argentina

A continuación, haré una breve referencia a algunas de las principales 
normas del derecho vigente a nivel nacional vinculadas a los animales.

A. Constitución Nacional

En la cima de la pirámide del derecho argentino se encuentra la Cons-
titución Nacional, que en su última reforma, sucedida en 1994, incorporó 
el artículo 41. Según éste, se garantiza a todos los habitantes del territorio 
argentino el derecho a un ambiente sano, y se establece que las autoridades 
proveerán a la protección y preservación del patrimonio natural y la diversi-
dad biológica, entre otros aspectos. Es aquí donde la mayoría de los autores 
encuentran una cláusula protectoria de los animales.

Angelina Rodríguez, siguiendo a Falbo (“El término habitantes del ar-
tículo 41 de la Constitución Nacional excede a los seres humanos”), refiere 
que existe una interpretación del artículo desde el ecocentrismo, que a di-
ferencia del antropocentrismo dominante permite encontrar en la misma 
cláusula constitucional otra protección a los animales. Desde esa interpreta-
ción, el término “habitantes” implicaría extender el derecho a un ambiente 
sano a todos aquellos que habiten el suelo argentino, y no exclusivamente a 
los seres humanos.19

B. Código Civil y Comercial de la Nación Argentina

El Código Civil y Comercial aprobado por la Ley 26.994, que entró 
en vigencia en 2015, no modificó lo que el Código Civil al que reemplazó 
regulaba con relación a la condición de los animales. Este los considera-
ba como “cosas”, es decir, objetos materiales susceptibles de valor. Para el 
Código vigente, los animales también son asimilados a una “cosa”, y como 
consecuencia de ello son susceptibles de dominio, usufructo, compra, venta 
y arriendo.

19		  Rodríguez, Angelina Belén, op. cit., p. 52.
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Un ejemplo de ello lo encontramos en el artículo 2130, que establece 
que el usufructo puede ejercerse sobre la totalidad, sobre una parte material 
o por una parte indivisa de diversos objetos; entre ellos: “una cosa fungible 
cuando recae sobre un conjunto de animales” (inciso “c”).

Además, el Código mantiene el reconocimiento para nuestro ordena-
miento jurídico de cosas y de personas —sean estas últimas físicas o jurídi-
cas—, no dejando lugar para el animal. Ello, toda vez que su artículo 227 
expresa que “Son cosas muebles las que pueden desplazarse por sí mismas o por 
una fuerza externa” (el destacado es propio). En este sentido, es clara la alusión 
a que aquella cosa mueble que puede desplazarse por sí misma es, para el 
Código Civil y Comercial de la Nación Argentina, un animal.

C. Otras leyes

Una de las principales normas vinculadas a la protección animal es la 
Ley 14.346, a la que más arriba nos hemos referido. Esta norma regula y 
establece sanciones penales dirigidas a quienes ejecuten malos tratos o hi-
cieran víctimas de actos de crueldad a los animales. Con relación a ella y a 
la condición de sujetos de derechos, Zaffaroni destaca que “el bien jurídico 
en el delito de maltrato de animales no es otro que el derecho del propio 
animal a no ser objeto de la crueldad humana, para la cual es menester re-
conocerle el carácter de sujeto de derechos”.20

También podemos mencionar la Ley 22.421, que fue sancionada el 5 de 
marzo de 1981, y tiene como objeto el resguardo de la importante reserva 
natural que significa la fauna silvestre frente a la constante depredación de 
que es objeto.

Finalmente, podemos mencionar la Ley 27.330, que fue sancionada 
el 16 de noviembre de 2016, y prohíbe las carreras de perros de cualquier 
raza en todo el territorio nacional. Las carreras de perros implican actos 
de maltrato y/o crueldad animal no justificables con el argumento de la 
tradición, la costumbre o el deporte. Sin embargo, las carreras no están 
prohibidas en la Ley 14.346, de ahí la necesidad de una ley específica que 
se ocupara de este tema. Según Angelina Rodríguez, esta ley fue pensada 
fundamentalmente para las carreras de perros de la raza “galgos”, que sue-
len ser utilizados por su velocidad en carreras en donde se apuesta dinero.21

Otro tipo de normas que completan la legislación vigente a nivel nacio-
nal son aquellas vinculadas a determinadas especies, otorgándoles así una 

20		  Zaffaroni, Eugenio Raúl, La Pachamama y el humano, Buenos Aires, Colihue, 2012, p. 18.
21		  Rodríguez, Angelina Belén, op. cit., p. 51.
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protección singular. Entre otras, podemos mencionar la Ley 23.094, que 
declara Monumento Natural a la Ballena Franca Austral; la Ley 25.052, 
a través de la cual se prohíbe la caza o captura a través de redes o por el 
sistema de varamiento forzado de ejemplares de orca, y la Ley 25.463, que 
declara Monumento Natural al Yaguareté.

Con respecto a estas últimas, cabe destacar que la doctrina mayoritaria 
es coincidente en afirmar que a pesar de que existen normas protectoras 
de los animales, estas pueden ser catalogadas como bienestaristas y especistas, 
ya que parecen proteger a los animales cuando en realidad buscan y tienen 
como trasfondo el interés puramente humano. Y además, algunas tienen la 
particularidad de proteger a determinadas especies en razón de la impor-
tancia que representan para el Estado. Es decir, que si bien estas normas 
se refieren a los animales, no podría sostenerse que les reconocen derechos 
como sujetos.

2. Jurisprudencia

Existe una clara disociación entre el derecho positivo, o hard law, para 
el cual los animales son considerados como “objetos”, y lo que ocurre en la 
doctrina internacional y moderna, que avanza cada vez más hacia el “eco-
centrismo” y el reconocimiento de los animales como “seres sintientes” y 
“sujetos de derechos”.

No obstante ello, debemos destacar también el rol activo de la jurispru-
dencia internacional, regional, y particularmente de los tribunales de distin-
tas instancias de nuestro país, que siguiendo las directrices más actuales, y 
a mi entender más ajustadas a la realidad de los animales no humanos, fue 
avanzando a paso firme para cristalizar la protección innegable que mere-
cen como sujetos de derechos.

La jurisprudencia argentina ha empezado a recepcionar en materia de 
derecho animal un nuevo paradigma, que es tendencia, y que cuestiona el 
estatus jurídico actual de “cosa” que el derecho argentino otorga a los ani-
males. Es por eso que mencionaré algunos fallos recientes que presentan 
fundamentos que nos permiten afirmar que es esta fuente del derecho la 
que ha significado un gran avance en materia de reconocimiento de dere-
chos a los animales no humanos.

Siendo ello así, a continuación, haré una breve referencia a algunos ca-
sos tramitados ante tribunales nacionales, locales y del extranjero, relativos 
a los animales no humanos y su reconocimiento como sujetos de derechos.
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A. Jurisprudencia argentina

a. Caso de la orangutana Sandra

En noviembre de 2014, una asociación proteccionista (Asociación de 
Funcionarios y Abogados por los Derechos de los Animales —AFADA—) 
presentó un habeas corpus ante un juzgado nacional de instrucción de la Ciu-
dad de Buenos Aires en favor de la orangutana Sandra, a fin de requerir su 
liberación y su posterior e inmediato traslado y reubicación en un santuario 
de primates de Sorocaba, Brasil. El pedido fue rechazado por el juzgado.

El recurso de apelación basó sus argumentos en que Sandra era un 
animal con probada capacidad cognitiva, y que se encontraba privada ile-
gítima y arbitrariamente de su libertad en un confinamiento injustificado.

Sin perjuicio de que la Cámara de Casación Penal eventualmente declinó 
la competencia a favor de la Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
cabe destacar que los jueces Slokar y Ledesma sostuvieron que “...a partir de 
una interpretación jurídica dinámica y no estática, menester es reconocerle al 
animal el carácter de sujeto de derechos, pues los sujetos no humanos (anima-
les) son titulares de derechos, por lo que se impone su protección en el ámbito 
competencial correspondiente”.22

A su vez, la causa presenta una novedad desde el punto de vista proce-
sal, ya que utiliza el habeas corpus, y no la acción de amparo, como suele ser ge-
neralmente en este tipo de reclamos. El habeas corpus está íntimamente ligado 
a la protección física de la persona humana; por lo tanto, su utilización por 
parte de los abogados de la asociación proteccionista como vía idónea para 
el resguardo de Sandra es toda una manifestación a favor del reconocimien-
to jurídico de la calidad de sujetos de los animales no humanos.

Dentro de la competencia de los tribunales de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, vale mencionar el fallo dictado el 21 de octubre de 2015 por 
la titular del Juzgado Contencioso, Administrativo y Tributario núm. 4 de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, doctora Elena Liberatori, respecto de 
la acción de amparo también promovida por la AFADA contra al gobierno 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En esa oportunidad, y siguiendo 
lo dicho por la Cámara Federal de Casación Penal, la magistrada resolvió 

Reconocer a la orangutana Sandra como un sujeto de derecho, conforme 
a lo dispuesto por la Ley 14.346 y el Código Civil y Comercial de la Na-

22		  Cámara Federal de Casación Penal, Sala II. Orangutana Sandra s/recurso de casa-
ción s/habeas corpus. Causa CCC 68831/2014, 18 de diciembre de 2014.
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ción Argentina en cuanto al ejercicio no abusivo de los derechos por parte 
de sus responsables —el concesionario del Zoológico porteño y la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires—.23

Esta sentencia fue parcialmente confirmada por la alzada (Sala I) el 14 
de junio de 2016.

Por otro lado, el caso de Sandra también tuvo su correlato correspon-
diente en la justicia en lo penal, contravencional y faltas de la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires por incumplimiento de las disposiciones de la Ley 
14.346.

En el marco del expediente tramitado ante dicho fuero, al intervenir la 
Cámara de Apelaciones del fuero, más precisamente la Sala III que inte-
gramos con la doctora Silvina Manes, debimos resolver acerca de la extin-
ción de la acción penal por desistimiento tácito de la misma por parte de la 
querella.

En el obiter dictum que expuse en aquel fallo hice referencia a la subjetivi-
dad de los animales no humanos en los siguientes términos:

…no puede soslayarse que nos encontramos frente a una situación particular, 
la presunta lesión a los derechos de un sujeto de derecho no humano, el cual 
por motivos obvios no tiene capacidad para expresarse y por lo que requiere 
de una representación humana necesaria. En este contexto, es dable destacar 
que la ley 14.346 consagró un verdadero estatus de víctima en cabeza del 
animal no humano, más allá de la afectación de los sentimientos de ninguna 
otra persona, ni de la privacidad de los actos de maltrato o crueldad, ni de 
quien denuncie sin ser dueño, con lo que el bien jurídico protegido es precisa-
mente la vida y la integridad física y emocional de ese animal que está siendo 
objeto de hechos delictivos que lesionan sus derechos. Así, tener por desistida 
tácitamente a la querella, por haber superado por unos días una disposición 
legal extremadamente rigorista, aun habiendo expresado la clara voluntad 
de continuar con la acción, conllevaría al archivo de las actuaciones en detri-
mento de los derechos de una “persona” que precisamente nunca tendrá la 
posibilidad de expresarse —la orangutana Sandra—.24

23		  Juzgado Contencioso, Administrativo y Tributario de la CABA 4. Asociación de Fun-
cionarios y Abogados por los Derechos de los Animales y otros contra GCBA sobre amparo 
(Orangutana Sandra), Expte. A2174-2015/0. 21 de octubre de 2015, disponible en: http://
files.harmonywithnatureun.org/uploads/upload946.pdf.

24	 	 Cámara de Apelaciones Penal, Contravencional y Faltas de la CABA, Sala III. Res-
ponsable Zoológico de Buenos Aires s/inf. art. 14.346 LN, Causa 18491-00/14. 25 de abril 
de 2016.
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El fallo sentó un precedente fundacional en la jurisprudencia animalista 
al quitarle a Sandra el carácter de “objeto”, para reconocerle derechos si-
milares a los de los humanos.

Finalmente, Sandra fue trasladada en 2019 al Center for Great Apes en 
Florida, Estados Unidos, santuario especializado en el cuidado de grandes 
primates. Allí llegó después de haber pasado veinticinco años en cautiverio.

b. Caso del perro Poli25

En enero de 2015, en la provincia de Mendoza, un vecino alterado por 
los ladridos de un perro callejero que no le permitía dormir la siesta lo ama-
rró con una soga a la parte trasera de su vehículo y lo arrastró a toda veloci-
dad por las calles de la ciudad. El propietario del vehículo fue imputado por 
las figuras de maltrato y crueldad animal.

La particularidad del caso es que fue promovido de oficio por el agente 
fiscal, a quien luego se adhirió la asociación proteccionista AMPARA (Aso-
ciación Mendocina de Protección, Ayuda y Refugio del Animal) en calidad 
de querellante particular. El trámite del caso fue por el procedimiento de 
juicio abreviado, y el magistrado interviniente dictó por primera vez en la 
historia jurisprudencial argentina una sentencia que calificó legalmente a 
un animal (el perro Poli) de “persona no humana”.

c. Caso de la chimpancé Cecilia26

En 2016, la Asociación de Funcionarios y Abogados por el Derecho de 
los Animales (AFADA) promovió un habeas corpus en favor de la chimpancé 
Cecilia, que se encontraba en el zoológico de Mendoza. La presentación se 
fundó en que ella había sido privada ilegítima y arbitrariamente por deci-
sión de las autoridades del zoológico de su derecho a la libertad ambulatoria 
y a una vida digna por más de treinta años.

Luego, peticionaron la liberación de la chimpancé y su posterior trasla-
do al santuario de Sorocaba, Brasil, sobre la base de dos argumentos prin-
cipales:

25		  Causa 36.598, caratulada “F. C/ S.R.M.R. P/ maltrato y crueldad animal”, 
Primer Juzgado Correccional de Tercera Circunscripción Judicial de General San Martín, 
provincia de Mendoza, 20 de abril de 2015.

26		  Expte. núm. P-72.254/15, Presentación efectuada por A.F.D.A. respecto del Chim-
pancé “Cecilia” sobre habeas corpus, Tercer Juzgado de Garantías de Mendoza, 3 de no-
viembre de 2016.
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	— que Cecilia había sido privada ilegítima y arbitrariamente de su de-
recho a la libertad ambulatoria y de locomoción, como así también 
al derecho a una vida digna por parte de autoridades del zoológico 
de la Ciudad de Mendoza, y

	— que su estado de salud físico y psíquico se hallaba profundamente 
deteriorado con riesgo de muerte a causa de las condiciones de-
plorables en las que se encontraba viviendo, siendo deber del Es-
tado ordenar urgentemente su libertad, fundado en su carácter de 
persona no humana (y, por ende, exenta del régimen jurídico de la 
propiedad de las cosas).

Agregaron que las autoridades del establecimiento no tomaron ninguna 
medida a favor del bienestar de la chimpancé, manteniéndola en estado de 
esclavitud con la única finalidad de exhibirla al público a modo de objeto 
circense. Esta conducta, propia de una filosofía y ética especista antropocén-
trica, no era sino un trato discriminatorio ilegítimo que desconocía la capa-
cidad sintiente de Cecilia y vulneraba sus derechos de persona no humana.

Desde el punto de vista estrictamente jurídico, alegaron que esas con-
ductas eran ilegales, toda vez que el encierro no fue dictado por la autoridad 
judicial competente. Asimismo, la manutención de animales no humanos en 
cautiverio en ambientes artificiales e inadecuados, especialmente para esta 
especie, constituía un evidente acto de abuso por parte de las autoridades, 
infringiéndose lo establecido por la Ley 14.346 sobre protección de los ani-
males no humanos de los actos de maltrato y crueldad. También se violaba 
la Ley 22.421, referida a la protección y conservación de la fauna silvestre.

La magistrada de grado entendió que para poder resolver la cuestión, 
tanto procesal como de fondo, debía analizar si Cecilia, perteneciente a la 
especie de primates superiores, era titular de derechos.

Finalmente, concluyó que los animales no humanos poseen derechos 
fundamentales que les son propios, de acuerdo con el grado evolutivo me-
tacognitivo y emocional que la ciencia ha determinado y que deben ser 
amparados por la ley. Por lo tanto, entendió que “son sujetos de derechos y 
que les asiste, entre otros, el derecho fundamental de nacer, a vivir, a crecer 
y a morir en el medio que les es propio según su especie”, y que “la catego-
ría de sujeto como centro de imputación de normas (o «sujeto de derecho») 
no comprendería únicamente al ser humano, sino también a los grandes si-
mios…”. En otras palabras, Cecilia se enmarcaría en la categoría de sujeto 
de derecho no humano. A su vez, expresó que los animales no humanos no 
son objeto de exposición para el entretenimiento, afianzando el reconoci-
miento de su calidad de persona.
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Respecto a la procedencia del habeas corpus, expresó que ante la ausen-
cia de normativa procesal provincial y nacional para evaluar la situación 
de animales no humanos en contexto de encierro, la vía intentada apare-
cía como idónea a fin de resguardar sus derechos básicos vulnerados; entre 
ellos, la privación de vivir en su hábitat natural. Por otro lado, no compartió 
la opinión de que el encierro no emanaba de autoridad competente, toda 
vez que la incorporación de la chimpancé al zoológico se había realizado de 
acuerdo con la normativa vigente en esa época.

Teniendo en cuenta todo lo dicho, la jueza de primera instancia dictó 
sentencia considerando a Cecilia como sujeto de derechos no humano, y 
dispuso su traslado al santuario. Vale destacar que puntualmente aclaró que 
la medida “no intenta igualar a los seres sintientes con los seres humanos 
como así tampoco se intenta elevar a la categoría de personas a todos los 
animales o flora y fauna existente, sino reconocer y afirmar que los primates 
son personas en tanto sujetos de derechos no humanos”.

d. Caso de los perros salchicha27

El 17 de agosto de 2022, en una causa en que se investigaba la comi-
sión de hechos que fueron calificados preliminarmente como constitutivos 
del delito de actos de maltrato y crueldad animal previsto y reprimido por 
el artículo 3o., inciso 7, de la Ley Nacional 14.346, el titular del juzgado 
de primera instancia en lo Penal, Contravencional y de Faltas de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires declaró como sujetos de derechos a cincuenta 
y cinco animales no humanos de la especie canina de raza “Dachshund”28 
(conocida comúnmente como “perro salchicha”), que fueron encontrados 
en un criadero ilegal. También dispuso la entrega definitiva de todos ellos a 
dos organizaciones no gubernamentales, que en caso de considerarlo nece-
sario y cuando las condiciones físicas de los animales lo permitieran, fueran 
reubicados preferentemente mediante la adopción responsable.

El titular del juzgado fundó su decisión en que una interpretación tan-
to de la Constitución Nacional como de la Constitución de la Ciudad de 
Buenos Aires y de la legislación, conjuntamente con una batería de instru-
mentos que reconocen a los animales como seres sensibles, proclaman el 

27		  Causa 42081-2/2022, caratulada “NN, NN sobre 128 - mantener animales en 
lugares inadecuado”, del Juzgado de Primera instancia en lo Penal, Penal Juvenil, Con-
travencional y de Faltas núm. 3 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

28		  Cuarenta y siete hembras y ocho machos, de los cuales diez eran cachorros en estado 
de amamantamiento.
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respeto a su bienestar y los consideran seres sintientes, no sólo promueve la 
protección de la fauna urbana y el respeto por su vida, sino que, además, 
permite sostener fundadamente que los animales son titulares de derechos, 
y que debe asegurarse la tutela judicial efectiva de esos derechos.

e. Caso del perro Mateo

El 20 de abril de 2023, en el marco del legajo 24.681, caratulado “G. 
C. S. S/ infracción a la Ley núm. 14.346 denunciante B. A. R.”, que 
tramitó ante el Juzgado de Garantías 3 de Paraná, Entre Ríos, la magis-
trada reconoció a un perro llamado Mateo como “víctima” y “sujeto a 
derecho”. Fue al admitir que la fundación “Mi Reino por un Caballo” lo 
representara como parte querellante en la causa en la que se investigaban 
las lesiones que sufrió el can, denunciadas oportunamente por la funda-
ción en el marco de la Ley 14.346.

En su resolución, la jueza precisó que con la incorporación de la Ley 
14.346 se dejó de lado el tratamiento de “cosa” que el Código Civil y Co-
mercial de la Nación dio a los animales, velando por la integridad física de 
estos y sin importar la especie a la que pertenezcan. Además, ante los casos 
de crueldad y maltrato contra los animales, no hay dudas de que son és-
tos los directamente afectados por el delito, asignándoseles el carácter de 
“víctimas”. Sin embargo, al no encontrarse capacitados para ejercer por 
sí mismos sus derechos, devenía forzosa y necesaria su representación.

Sobre el punto, citando al ex ministro de la Corte Suprema de Justi-
cia de la Nación doctor Eugenio Zaffaroni, sostuvo que el bien jurídico 
protegido en el delito de maltrato de animales no es otro que el derecho 
del propio animal a no ser objeto de la crueldad humana, para lo cual es 
menester reconocerle el carácter de sujeto de derecho.

f. Caso “L., P. D.”

El 1o. de marzo de 2017, en la causa 5709-01-00/16, caratulada “L., 
P. D. y otros s/ art(s) 14.346 (Ley de Protección Animal)”, que tramitó ante 
la Sala III de la Cámara de Apelaciones en lo Penal, Contravencional y de 
Faltas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, junto a la doctora Silvina 
Manes confirmé la resolución que había fijado un régimen de visitas para 
el encausado y su familia respecto de los canes presuntamente maltratados 
que habían sido secuestrados cautelarmente y alojados en distintos hogares.
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En lo que aquí interesa, allí sostuve que “…los animales deben ser al-
canzados por los derechos previstos en el ordenamiento jurídico con la mis-
ma extensión que la aplicable a los seres humanos, precisamente por su 
carácter de «personas no humanas»”.

g. Caso “O., P. D.”29

El caso se inició a partir de una denuncia a través de la cual se hizo sa-
ber que en la calle Viamonte al 1600 de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires habría un criadero de perros que se encontraban en un tercer piso y 
en la terraza, y que a veces había una camada de ocho perritos que ladra-
ban y lloraban a cualquier hora del día y de la noche.

A partir de ello, el Cuerpo de Investigaciones Judiciales del Ministerio 
Público Fiscal realizó una serie de tareas que culminaron con un pedido de 
allanamiento del lugar. Eventualmente se verificó que allí existía un cria-
dero de perros y se cometían actos de crueldad, y se procedió a su rescate.

El 26 de marzo de 2024, luego de la celebración del juicio oral, la jueza 
Karina Andrade condenó a O., P. D. a la pena de ocho meses de prisión en 
suspenso por haber cometido actos de crueldad animal (cfr. ley artículo 3o., 
inc. 7, de la Ley 14.346).

La condicionalidad de la pena fue condicionada al cumplimiento de 
diversas pautas, entre las cuales podemos destacar las de asistir al Programa 
Protenencia, dependiente del Ministerio de Salud, y realizar una capacita-
ción que forme parte del Observatorio del “Vínculo Humano-Animal” de 
Argentina en la Universidad Nacional Arturo Jauretche.

En la misma sentencia la jueza declaró sujetos de derechos a los ani-
males no humanos afectados al caso y dispuso su entrega definitiva en favor 
del grupo familiar interespecie que se encuentre ejerciendo su cuidado al 
momento en que quede firme.

Cabe destacar que si bien la Ley 14.346 no reconoce a los animales 
como “sujetos de derechos no humanos”, ello es consecuencia directa de 
que la ley los considere sujetos pasivos del delito al referirse a ellos como 
“víctimas” de actos de crueldad (artículo 1o.).

El 8 de agosto de 2024 la Sala I de la Cámara de Casación y Apelacio-
nes en lo Penal, Penal Juvenil, Contravencional y de Faltas, integrada por las 
doctoras Elizabeth A. Marum, Carla Cavaliere y Marcelo Pablo Vázquez, 

29		  Causa 33094-5/2022-1, caratulada “O., D. P. sobre 1 - Ley de protección al 
animal. Malos tratos o actos de crueldad y otros”, que tramitó ante el juzgado en 
lo Penal, Contravencional y de Faltas núm. 15 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
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revocó la sentencia de condena y absolvió a O., P. D. Cabe destacar que si 
bien estos magistrados compartieron lo afirmado por la jueza de grado en lo 
referido al estatus jurídico de los animales no humanos y al reconocimiento 
de aquéllos como seres sintientes y como sujetos de derechos, considera-
ron que el hecho investigado podía ser encuadrado en la figura prevista en 
el artículo 142 del Código Contravencional de la ciudad (Ley 1.472), que 
contempla una sanción para quien mantiene animales domésticos en insta-
laciones o espacios inadecuados respecto a su bienestar, afectando su salud, 
su higiene o su esparcimiento, y siempre que la conducta no implique delito. 
Como consecuencia de ello, entendieron que para la fecha en que se celebró 
la primera audiencia de juicio había transcurrido el plazo previsto para la 
prescripción de la acción, y así lo declararon.

Contra esta última sentencia, la Fiscalía interpuso un recurso por lo 
cual la causa fue elevada al Tribunal Superior de Justicia de la ciudad, en 
donde actualmente se encuentra pendiente de resolución.

B. Jurisprudencia internacional

a. Caso del oso andino Chucho (Colombia)

Chucho pertenecía a la especie conocida como “oso andino” (también 
llamada “oso de anteojos”), que se ubica en América del Sur, y se encuentra 
en peligro de extinción. Nació en la reserva natural de La Planada, en Na-
riño, y permaneció en situación de cautiverio a lo largo de toda su vida en 
diferentes lugares dentro del territorio colombiano. Luego de permanecer 
durante cuatro años en la reserva natural La Planada, fue trasladado a la 
Reserva Forestal Protectora del Río Blanco en Manizales, quedando a cargo 
de Corpocaldas durante cerca de dieciocho años.

En 2016 se inició su traslado al zoológico de Barranquilla. Una vez 
ubicado allí, se presentó una acción de habeas corpus en su favor citando el 
precedente dictado en el caso de la chimpancé Cecilia más arriba referido. 
Allí se sostuvo que su permanencia en la institución generaría su cautiverio 
indefinido, permanente e irreversible, situación que resultaría incompatible 
con el derecho del oso a vivir en su medio ambiente y en condiciones pro-
pias de su especie.

El 17 de junio de 2017, la Sala Civil y de Familia del Tribunal Superior 
del Distrito Judicial de Manizales declaró la improcedencia de la acción. 
Según el tribunal, aunque el requerimiento del accionante era consecuen-
te con el reconocimiento constitucional del deber de protección de la vida 
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animal, el instrumento empleado por el actor para salvaguardar la defensa 
del oso Chucho era inadecuado, porque los animales no son titulares de 
derechos fundamentales. De ahí que el habeas corpus no era la vía procesal 
para garantizar el bienestar del oso, sino que se debería haber recurrido a 
la acción popular.

El 26 de julio de 2017, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 
de Justicia revocó el fallo anterior. En la sentencia se sostuvo que aunque 
en principio el habeas corpus tiene por objeto garantizar la libertad de cir-
culación de las personas, eventualmente podría ser utilizado para exigir la 
protección de animales, que en su condición de seres sintientes y sujetos de 
derechos pueden ver amenazada su integridad y sus condiciones básicas 
de existencia.

Finalmente, el caso llegó a la Corte Constitucional, en donde con una 
votación de siete en contra y dos a favor se determinó que los animales no 
son sujetos de derechos, sino objetos de protección constitucional.30 La Cor-
te, de esa manera, petrificó el avance de los derechos de los animales conti-
nuando con la visión antropocéntrica y no dándoles su carácter de sujetos 
de derechos por sí mismos.

b. Caso de la mona Estrellita (Ecuador)

Ana Beatriz Burbano Proaño recibió una hembra de la especie cho-
rongo cuando esta tenía un mes de vida; esta especie de fauna silvestre se 
encuentra en peligro de extinción.

Ana la nombró Estrellita, se autopercibía como su madre y cuidadora, 
y consideraba que con el paso del tiempo la mona se había convertido en 
un miembro de la familia, adquiriendo sus costumbres y comunicándose a 
través de gestos y sonidos.

Cuando Estrellita tenía dieciocho años, se recibió una denuncia anó-
nima sobre la tenencia de fauna silvestre en la vivienda de Ana. Casi un 
año después de iniciadas las investigaciones, el Ministerio del Ambiente, en 
coordinación con la fiscalía, la Unidad de Protección del Medio Ambiente, 
Criminalística y el Grupo de Operaciones Especiales, retuvieron a Estrellita 
invocando una infracción de la normativa ambiental y la falta de la autori-
zación administrativa.

30		  Corte Constitucional de Colombia, Sala Plena, asunto “Acción de tutela presentada 
por la Fundación Botánica y Zoológica de Barranquilla (FUNDAZOO) contra la Cor-
te Suprema de Justicia”, Expediente T-6.480.577, Sentencia SU016/20, 23 de enero de 
2020.
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Con posterioridad a que un informe médico veterinario concluyera que 
Estrellita no se encontraba en buenas condiciones de salud, fue trasladada 
al ecozoológico San Martín, del cantón Baños. Allí estuvo en cuarentena 
y aislamiento para su observación, tratamiento y chequeos veterinarios, y 
para un cambio de dieta acorde con sus necesidades nutricionales. Luego, 
fue derivada a un centro de conservación y manejo de fauna silvestre ubi-
cado en la región oriental del país, la zona geográfica que habita su especie.

Estrellita falleció el 9 de octubre de 2019. Sin embargo, el propietario 
del ecozoológico comunicó su deceso mediante un informe técnico recién 
después de haber transcurrido tres meses.

En diciembre de 2019, sin saber que Estrellita había fallecido, Burbano 
interpuso una acción de habeas corpus contra el Ministerio del Ambiente, el 
propietario del Ecozoológico y la Procuraduría General del Estado. Señaló 
que Estrellita debería estar decaída por encontrarse enjaulada por primera 
vez, lejos de su familia y sin posibilidad de integrarse a los de su especie. 
Solicitó que se le expidiera una licencia de tenencia de vida silvestre y la 
devolución de Estrellita.

El 21 de febrero de 2020, Burbano y sus abogadas fueron informadas 
sobre el deceso de Estrellita en una audiencia realizada en la unidad judicial 
multicompetente con sede en el cantón Baños. Allí solicitaron la realización 
de una nueva necropsia, la emisión de una orden de fraude procesal por no 
haber sido informadas de la muerte, y que se les entregara el cuerpo. Ade-
más, requirieron la creación de un protocolo especial para el caso de reten-
ción de animales vivos en su calidad de seres sintientes.

El 26 de febrero de 2020, la Unidad Judicial negó la acción de habeas 
corpus, por considerar la necesidad de proteger a la naturaleza por parte de 
la autoridad ambiental y porque cuando fue presentado Estrellita ya había 
muerto.

Burbano recurrió la resolución, que fue ratificada por la Sala Especiali-
zada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito de la Corte Provin-
cial de Justicia de Tungurahua.

Un mes después, Burbano presentó una acción extraordinaria de pro-
tección ante la Corte Constitucional de Ecuador. En lo que aquí interesa, la 
Corte revocó las sentencias dictadas en el proceso de habeas corpus y emitió 
una sentencia de revisión. Declaró que habían sido vulnerados los derechos 
de la naturaleza, principalmente por los hechos que terminaron en la muer-
te de la mona Estrellita. Dispuso que la Defensoría del Pueblo, en un pro-
ceso participativo y con apoyo de organizaciones técnicas, elaborara un 
proyecto de ley sobre los derechos de los animales que recogiera los derechos 
y principios desarrollados en la sentencia. También decidió que la Asamblea 
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Nacional, en el término de hasta dos años, debatiera y aprobara una ley 
sobre los derechos de los animales que recogiera los derechos y principios 
desarrollados en la sentencia, incluidos los criterios o parámetros mínimos 
establecidos.

La Corte Constitucional sostuvo en su fallo, entre otras cosas, que si 
bien la naturaleza es sujeto de derechos per se, esa cualidad es compartida 
con todos sus miembros, elementos y factores. Por eso, el derecho protege 
tanto a la naturaleza, considerada como la universalidad de seres, fenóme-
nos y elementos bióticos y abióticos que conviven, interactúan y se manifies-
tan en la Tierra, como a la naturaleza vista en cada uno de sus miembros o 
elementos singulares (por ejemplo, en un bosque, un río o un animal silves-
tre cuya especie esté amenazada).

También advirtió que la naturaleza estaba protegida por el derecho en 
todos sus niveles de organización ecológica. En la naturaleza se pueden 
identificar varios niveles de organización ecológica y, en este sentido, la Cor-
te reconoció previamente la calidad de titulares de derechos a ecosistemas, 
como manglares, ríos y bosques.

Además, la Corte reconoció a los animales un valor inherente, así como 
su calidad de sujetos de derechos. Sostuvo que los animales no deben ser 
protegidos únicamente desde una perspectiva ecosistémica o con relación a 
las necesidades del ser humano, sino principalmente desde una óptica cen-
trada en su individualidad y en su valoración intrínseca.

Por otro lado, la Corte Constitucional indicó que los derechos de la na-
turaleza no solo protegían a las especies, sino también a un animal en par-
ticular, ya que no podría reconocerse un valor intrínseco a la naturaleza en 
su conjunto y negarlo a sus elementos. En consecuencia, un animal silvestre 
debería ser protegido en su hábitat natural.

Finalmente, sostuvo que los animales son sujetos de derechos, aunque 
distintos a las personas humanas.

VII. El ecocidio de Punta Tombo

Punta Tombo se extiende a lo largo de más de 210 hectáreas en la estepa 
patagónica, sobre la costa del océano Atlántico, en el departamento Floren-
tino Ameghino, a 110 km de la ciudad de Rawson, capital de la provincia de 
Chubut, Argentina. El hábitat alberga una de las mayores colonias continen-
tales de pingüinos magallánicos del planeta, cuyo estado de conservación es 
de “casi amenazado” según la Unión Internacional para la Conservación de 
la Naturaleza (UICN).
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En noviembre de 2021, Ricardo La Regina, productor agropecuario y 
propietario de un campo en el cual decidió trazar dos caminos e instalar un 
alambrado electrificado, pasó con una retroexcavadora por encima de ni-
dos de pingüinos en plena etapa de reproducción. Fue así como acabó con 
la vida de cientos de pingüinos y de sus crías, además de arrasar con casi 
trescientos nidos.

El 7 de noviembre de 2024, el tribunal, integrado por los jueces Carlos 
Richeri, Eve Ponce y María Laura Martini, condenó a La Regina por la 
comisión de los delitos de daño ambiental agravado en concurso ideal con 
el delito de crueldad contra los animales. La sentencia fue dictada el 20 de 
noviembre de 2024.

Básicamente, se le condenó por haber cometido el delito de daño am-
biental agravado (previsto en el artículo 184, inciso 5, del Código Penal) 
por haber efectuado sin autorización administrativa, sin haberse efectuado 
una evaluación sobre el impacto ambiental y mediante la utilización de ma-
quinaria pesada (la retroexcavadora), el desmonte completo de vegetación 
nativa y remoción de suelo, lo que provocó daños irreversibles a la fauna y 
a la flora autóctonas del lugar, y dañó el hábitat reproductivo del pingüino 
de Magallanes. Por otro lado, se lo condenó por haber cometido actos de 
crueldad animal (artículos 1o. y 3o., inciso 7, de la Ley 14.346), porque en 
el proceso de desmonte que realizó mediante el uso de la retroexcavadora 
arrolló un gran número de pingüinos vivos de diferentes edades, matándo-
los, lastimándolos y causándoles sufrimiento, como así también arrolló hue-
vos en etapa de incubación.

El tribunal le impuso la pena de tres años de prisión de ejecución con-
dicional y ordenó el decomiso de la máquina que utilizó para cometer los 
delitos. Entre las reglas de conducta que se fijaron, cuyo incumplimiento 
conllevaría la revocación de la condicionalidad de la pena impuesta, se en-
cuentran: i) la prohibición de transitar con vehículos de gran porte por los 
caminos que trazó y otra zona sensible al ecosistema; ii) la prohibición de 
realizar obras o mejoras en la estancia que pudieran afectar al ecosistema, 
sin la autorización provincial correspondiente e informe de impacto am-
biental, y iii) la obligación de colaborar con tareas de restauración, preser-
vación y conservación del medio ambiente que disponga la autoridad com-
petente, permitiendo a tales fines su ingreso a la estancia.

No puedo dejar de destacar que además el tribunal, por mayoría, im-
puso como medida cautelar la inmediata intervención del Estado provincial 
para que determine las medidas inmediatas y necesarias que se habrían de 
llevar a cabo para proteger el ambiente. Ello implica establecer las áreas que 
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se han de proteger, la cantidad de hectáreas y la forma en que correspon-
de cautelar y custodiar el ecosistema (a través de mecanismos legislativos o 
administrativos propios). Para la presentación del primer informe se fijó un 
plazo de sesenta días, mientras que los sucesivos deben presentarse cuatri-
mestralmente y por el plazo de tres años.

El fallo representa un punto de inflexión en la justicia en materia am-
biental, especialmente en la Argentina. Es que al haber impuesto una con-
dena ejemplar se convirtió en un precedente para futuras investigaciones en 
materia de protección de la fauna y de la defensa de los ecosistemas, espe-
cialmente de los seres sintientes de nuestro país.

Ahora bien, más allá del hecho de que en la resolución que resolvió la 
elevación de la causa a juicio oral la jueza de garantías en lo penal de Raw-
son reconoció a los pingüinos como seres sintientes, no puedo dejar de re-
ferirme a que el doctor Carlos Richeri sostuvo en su voto que si bien los 
hechos cometidos por La Regina encuadraban correctamente en la figura 
de daño agravado, constituían el delito de “ecocidio”. Cabe aclarar que esta 
figura no se encuentra tipificada en nuestra legislación, pero existen diversos 
proyectos al respecto.

En su voto, el doctor Richeri comenzó por tipificar los hechos en la 
figura de daño agravado fundado, sintéticamente, en que: a) el bien jurí-
dico protegido es el medio ambiente y la propiedad (y sobre el primero, su 
afectación colectiva); b) el daño causado tiene impacto en las generaciones 
futuras; c) la flora autóctona y los nidos de pingüinos se encuentran prote-
gidos por distintas leyes nacionales y provinciales, por lo que no pueden ser 
considerados patrimonio privado (existe un interés público en materia de 
medio ambiente y su protección); d) el hábitat del pingüino de Magallanes 
resulta un bien de interés y uso público en los términos de diversa normati-
va nacional y provincial, y e) la zona afectada (hábitat de los pingüinos) tiene 
un valor cultural y natural, además de haber sido declarada “Reserva de 
Biósfera” por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, 
la Ciencia y la Cultura (UNESCO) en 2015, lo que significa que se trata 
de uno de los ecosistemas más representativos del planeta por cuanto sus 
recursos naturales, su flora y su fauna y su ecosistema interesan a la Organi-
zación de las Naciones Unidas (ONU), y es necesario que sean preservados 
y estudiados.

Con respecto a la subsunción de los hechos en la figura de “ecocidio”, 
explicó que por su gravedad, extensión y duración en el tiempo, el legisla-
dor nunca pudo haber previsto una situación como esa. Luego, subrayó que 
esas particularidades son las que contiene uno de los conceptos de “ecoci-
dio” más difundidos y aceptados, definido como “acto ilícito perpetrado 
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a sabiendas de que existe una probabilidad sustancial de que cause daños 
graves que sean extensos o duraderos al medio ambiente”.

El término “ecocidio” no es nuevo. De hecho, fue acuñado por el profe-
sor Arthur W. Galston en 1970, luego de haber realizado estudios sobre los 
efectos devastadores que tuvo la utilización de agentes químicos utilizados 
durante la guerra de Vietnam tanto en la salud de la población como en el 
medio ambiente.

En junio de 2021, la fundación “Stop Ecocide” presentó un proyecto de 
enmienda al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional para incluir 
el delito de “ecocidio” como delito que afecta a la humanidad.31 El término 
“ecocidio” se define allí como “cualquier acto ilícito o arbitrario cometido 
a sabiendas de que existe una probabilidad sustancial de que cause daños 
graves que sean extensos o duraderos al medio ambiente”.32

Sobre el punto, explica Passerini que la tipificación de graves crímenes 
ambientales entre los crímenes de competencia de la Corte Penal Interna-
cional fue materia de debate durante la redacción del Estatuto de Roma, 
pero finalmente se resolvió su exclusión. Sin embargo, existe la posibilidad 
de juzgar y penar daños ambientales de conformidad con el texto vigente 
del Estatuto de Roma; pero ello se encuentra restringido a su consideración 
como modalidad de comisión de un crimen de guerra (en los términos del 
artículo 8o., 2, b, iv),33 y no para el caso de comisión de hechos que tuvieran 
un impacto ambiental considerable en tiempos de paz. Frente a ello, se han 
realizado diversas propuestas de reforma del Estatuto para incorporar los 
crímenes ambientales dentro de la competencia material de la Corte, ya sea 
mediante una enmienda al artículo 5o. (agregando un quinto crimen inter-
nacional a los hoy contemplados: genocidio, crímenes de lesa humanidad, 
crímenes de guerra y crimen de agresión), o mediante su inclusión expresa 
como modalidad de alguno de los crímenes nucleares que ya se encuentran 
tipificados, particularmente, del delito de lesa humanidad o de genocidio.34

31		  El proyecto en inglés está disponible en: https://static1.squarespace.com/static/5ca 
2608ab914493c64ef1f6d/t/60d7479cf8e7e5461534dd07/1624721314430.

32		  Disponible en: https://stopecocidio.org/.
33		  Según el artículo 8o., 2, b, IV, del Estatuto de Roma, se considera como uno de los 

supuestos de crimen de guerra “Lanzar un ataque intencionalmente, a sabiendas de que 
causará pérdidas incidentales de vidas, lesiones a civiles o daños a bienes de carácter civil o 
daños extensos, duraderos y graves al medio ambiente natural que serían manifiestamente 
excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa de conjunto que se prevea”.

34		  Passerini, Bárbara, “Protección del ambiente en el derecho internacional penal. 
Oportunidades y desafíos frente a la propuesta de inclusión del delito ambiental en el Esta-
tuto de Roma”, Revista de Derecho Ambiental. Doctrina, jurisprudencia, legislación y práctica, núm. 80, 
la Ley S. A. E. e I., Buenos Aires, noviembre 2024, pp. 164, 183 y 184.
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Dejando de lado las cuestiones atinentes a la posible incorporación del 
ecocidio al derecho penal internacional, como dije anteriormente existen 
varios proyectos para incorporar la figura de ecocidio en nuestra legislación. 
Entre ellos se encuentra el presentado por el doctor Miguel Ángel Asturias 
para incluirlo en el Código Penal de la Nación, que contempla:

a)	 La imposición de penas de entre tres años y seis meses a diez años 
y multa para quien cometiere cualquier acto ilícito o arbitrario a 
sabiendas de que existen grandes probabilidades de que se cause un 
daño grave que sea extenso o duradero al ambiente, conceptos que 
se encuentran definidos en el proyecto;

b)	 La imposición de penas de entre ocho a veinte años de prisión y mul-
ta, si el daño grave, extenso o duradero al ambiente tuviere lugar;

c)	 La imposición de penas de entre cinco a quince años de prisión para 
la figura referenciada en el punto “a”, y de diez a veinticinco años de 
prisión para la reseñada en el punto “b”, en los siguientes supuestos: 
1) cuando interviniera de algún modo en la ejecución del delito un 
funcionario público o existiera una conexión notoria con una orga-
nización criminal internacional; 2) si el delito se cometiere en una 
zona protegida o en una reserva natural; 3) si el delito se cometiere 
durante un conflicto armado o mediante un acto de bioterrorismo, y 
4) si se produjera un desplazamiento o una migración humana o la 
muerte o resultaren lesiones graves o gravísimas de un gran número 
de personas o cuando para lograr su cometido o procurar su impu-
nidad se afectaren bienes de organizaciones públicas o privadas o la 
integridad física o la vida de una persona que promuevan la defensa 
del ambiente o de una comunidad originaria o vulnerable;

d)	 La imposición de penas de prisión y multa si el hecho fuera cometido 
por imprudencia, negligencia, impericia en su arte o profesión o por 
inobservancia de los deberes a su cargo;

e)	 Cuando los hechos previstos en los artículos precedentes hubieren 
sido realizados en nombre de una persona jurídica, o con la inter-
vención de esta, o en beneficio de ella, podrán aplicarse en forma 
conjunta o alternativamente las siguientes sanciones: i) multa de dos 
a diez veces del valor del posible daño causado y la obligación de 
restablecer dentro de las posibilidades la posible afectación al am-
biente en un plazo determinado; ii) la suspensión total o parcial de 
actividades; iii) la suspensión para participar en concursos o licita-
ciones estatales de obras o servicios públicos o en cualquier otra ac-
tividad vinculada con el Estado; iv) la cancelación de la personería; 
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v) la pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviera; vi) la 
publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de 
la persona jurídica, y vii) la obligación para las empresas, de estable-
cer programas de diligencia debida para mejorar el cumplimiento 
de las normas medioambientales;

f)	 Si el sujeto condenado fuera funcionario público o ejerciere alguna 
profesión o arte, sufrirá, además, inhabilitación especial perpetua o 
por el doble del tiempo de la condena.

VIII. Conclusiones

Hay dos cuestiones para reflexionar en cuanto al derecho animal actual: una 
responde a la dimensión ética filosófica; la otra, a la legislación. Pero ambas 
se entrecruzan originando una disonancia que debe ser debatida, analizada y 
modificada en pos del respeto a todo animal no humano.

El primer punto a pensar gira en torno al siguiente interrogante ¿el ani-
mal no humano es objeto o sujeto de derecho?

Desde el punto de vista ético y moral, nada obsta al reconocimiento 
de la calidad de personas de los animales no humanos. Tampoco podrían 
esgrimirse cuestionamientos científicos para ello en razón de las comproba-
ciones realizadas acerca de la capacidad cognitiva y sintiente de estos seres 
vivientes (las declaraciones de Cambridge, de Toulon y de Nueva York a las 
que me he referido así lo indican).

Sin embargo, el derecho en una postura anquilosada persiste en soste-
ner una visión especista antropocéntrica sobre ellos. Un claro ejemplo de 
ella lo encontramos en el ordenamiento Civil y Comercial nacional, que re-
puta a los animales no humanos de “cosas muebles”, y regula la vinculación 
que éstos puedan tener con los humanos conforme al régimen de la propie-
dad privada. En otras palabras, como objetos al servicio y aprovechamiento 
del ser humano de acuerdo con su necesidad e interés.

Asimismo, la objetivización de los animales no humanos no sólo se ma-
nifiesta en el término “cosa” (lo que permite sostener que existen para pres-
tar un servicio o utilidad a la especie humana, además de ser susceptibles de 
apropiación por esta última), así como también en el modo de construcción 
del lenguaje que se teje alrededor de esa conceptualización. Como personas 
humanas que formamos parte de una nueva ciudadanía respetuosa del ani-
mal no humano, es menester revisar y modificar la manera que utilizamos 
al comunicarnos y los términos que usamos para ello.
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La legislación argentina todavía conserva una mirada especista. A pe-
sar de ello, y teniendo en cuenta el avance de los movimientos animalistas y 
ambientalistas en la esfera pública y de la reciente sanción de leyes que es-
tablecen a la educación ambiental integral como política pública, (re)nace 
la esperanza de que en los años venideros la toma de consciencia pública 
de la problemática ambiental deje atrás el paradigma antropocentrista y se 
refleje en la norma jurídica animalista.

Pero hay otra cuestión que se debe analizar, referida específicamente al 
caos normativo que rige al derecho animal, y que requiere ser ordenado, 
siguiendo la pauta del reconocimiento de la subjetividad de los animales 
no humanos.

De la lectura de las normas surge de forma palmaria la discordancia 
entre ellas, originando un corpus desordenado y confuso que complejiza aún 
más la vasta red que conforma este derecho. Como vengo sosteniendo des-
de hace tiempo atrás, hay un trato diferenciado respecto de un mismo tema 
dentro de un mismo ordenamiento jurídico.35 En este sentido, por ejemplo, 
mientras que el Código Civil y Comercial de la Nación vigente desde 2015 
considera a los animales como “cosas”, en la provincia de Jujuy se sancionó 
el 13 de julio de 2022 la Ley 6.293 (“Régimen de cuidado responsable y 
protección de los animales de compañía”), que declara a los animales “seres 
sintientes” y los protege por su condición de tales.

Por ello, considero que una manera de ordenar el sistema jurídico na-
cional podría ser sancionando una ley que definitivamente recepte el re-
conocimiento social y ético filosófico de los animales no humanos como 
sujetos de derechos, por tratarse de seres vivos sintientes a los que debe res-
petarse, junto con la consecuente garantía de sus derechos fundamentales 
(existencia, respeto y protección, a modo de ejemplo). En cierta forma, ello 
implicaría recepcionar normativamente los principios reconocidos en los 
instrumentos mencionados y en la jurisprudencia nacional e internacional 
referida.

A tal fin, se debe homogeneizar la tutela del animal en todos los orde-
namientos jurídicos internos y eliminar toda referencia a los animales como 
un bien mueble, como un objeto, y comenzar a referirse a ellos como lo que 
realmente son: seres vivos y sintientes que merecen el mismo trato digno y 
respetuoso que cualquier otro que habita esta tierra. Así pues, teniendo en 
cuenta que se trata de una materia que involucra diversas ramas del dere-

35		  Franza, Jorge Atilio, El derecho animal dentro del nuevo paradigma del derecho ambiental, Uni-
versidad de Buenos Aires, p. 77, disponible en: http://www.derecho.uba.ar/publicaciones/pensar-
en-derecho/revistas/15/el-derecho-animal-dentro-del-nuevo-paradigma-del-derecho-ambiental.pdf.
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cho, se debe efectuar un trabajo coordinado que logre regularizar las incon-
sistencias que pudieran presentarse.

En síntesis, el hecho de que el novel derecho animal esté integrado por 
normas de diversas ramas del derecho tradicional y el desarrollo de la co-
rriente ética filosófica sensocentrista, obliga a reformular las bases normati-
vas siempre teniendo como propósito garantizar la integridad psicofísica de 
los animales no humanos.

Por lo tanto, el derecho animal involucra no solamente al derecho —y 
sus distintas ramas—, sino que requiere de una actitud proactiva de parte 
de los Estados en términos de política ambiental. La tutela de los animales 
se extiende desde su consideración como sujetos de derechos, y, por ende, el 
reconocimiento de derechos fundamentales referidos a ellos —muchos de los 
cuales coinciden con los reconocidos a los seres humanos—, hasta su identi-
ficación como parte indispensable de nuestra biodiversidad y del desarrollo 
sustentable.

Frente a esta situación, se impone un cambio de paradigma a partir de 
la toma de consciencia de la relevancia de esta materia, que exige esfuerzos 
mancomunados.

Esa idea, que comparto, ha sido plasmada claramente por Juan Ignacio 
Sierra de la siguiente manera: “…existen personas sensibles que están to-
mando conciencia y quieren contribuir a mejorar las leyes por los derechos 
de los animales no humanos en tanto seres vivos y con capacidad de sentir 
y no meros productos de consumo”.36

Un ejemplo de ello lo encontramos en el fallo dictado en la causa ini-
ciada a raíz del ecocidio cometido en Punta Tombo. El juicio, y la con-
siguiente condena que se impuso, no solo constituye un hito en materia 
legal, sino también, y por ello sumamente relevante, expone la necesidad 
de reflexionar sobre la importancia de proteger el ambiente y los animales, 
particularmente a los animales no humanos, para mantener la diversidad 
biológica.
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